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SALA SEGUNDA

ExcMos. ssñoRas:

Don Luis López Guerra

Don Eugenio DÍaz Eimil

Don Alvaro Rodrfguez Berei jo

Don José Gabaldón López

Don Julio D. González Campos

Don Carles Viver Pi-Sunyer

0501834
- t_ -

N[IM. REGISTRO: 1,634 / 1992 .

ASIINTTO: Recurso de amparo pro-

movido por don Vicente Past,or

Mart fnez.

SOBRE: Sentencia de Ia Sección

Tercera de Ia Audienci-a Provin-

cial de ALicante que revocó en

apelación 1a pronunciada por e1

Juzgado de lo Penal núm. 4 de

la misma ciudad sobre deli to de

usurpación de funciones.

La Sala ha examinado l-a pieza separada de suspen-

sión del recurso de amparo interpuesto por don Vicente Pastor

Martínez

I .  ANTECEDENTES

1. Por escrito presentado en el Reg5-stro General de

este TribunaL el 23 de junio de 1982, €1 Procurador de los Tri-

bunales don Juan Antonio Garcfa San Miguel Oruetar €D nombre y

representación de don Vicente Pastor Martfnez, interpone recur-

so de amparo contra Ia Sentencia dictada el 30 de mayo de L992

por la Sección Tercera de la Audiencia Provincial de ALicante
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eue¡ con estimación del recurso de apelación formulado por el

Minister io Fiscal  y por Ia acusación part icular (Colegio de

Agentes de la Propiedad Inmobitiaria de elicant,e) ' revocó La

Sentencia absoLutoria pronunciada por el Juzgado de 1o Penal

núm. 4 de la misma ciudad en el Procedimient,o Abreviado núm.

206/1990, y condenó a]  recurrente como autor de un del i to de

ueurpación de funciones.

2. El recurso tiene su origen en los siguientes an-

tecedent,es de hecho:

A) Con ocasión de una querel la interpuest,a por el

Colegio de Agent,es de Ia Propiedad Inmobil iaria de Alicante, se

siguió contra el recurrente el procedimiento abreviado núm.

206/  1990.  El  Juzgado de lo  Penal  n t1m. 4 de d icha c iudad,  t ras

dar como probado que el actor llevaba a cabo acüividades de me-

diación en la compraventa de bienes inmuebles propiedad de ter-

ceras personas jurldicas de las que era socio y, en algunos ca-

sos, gerente, desarrol lando funciones propias de Agente de la

Propiedad Inmobil iaria sin poseer t l tulo para el lo, consideró

que no era exigible la posesión de t,f tulo académico Para el

ejercicio de dicha profesión, por l-o que la conducta realizada

por ést,e no podfa ser encajable en el art. 32L del Código Penal

y que procedfa su absolución.

B) Recurrida Ia indicada Sent,encia en apelación por

eL Ministerio Fiscal y por eI Colegio querel lante, personado

como acusacj-ón part icular, la Audiencia Provincial de Alicante

est, imó eI recurao, revocó Ia Sentencia recurrida y condenó al

demandante como autor de un delito de usurpación de funciones

del art. 32L de1 Código Penal a ocho meses de prisión menor'

accesor ias y  cost ,as.

3. Se basa la demanda en la violación por Ia Sen-

tencia de segunda instancia de Los derechos a obtener Ja tutela
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j ud i c ia l  e fec t i va  (a r t .  24 .L  C .E . ) ,  a  l a  p resunc ión  de  i nocen-

c i a  ( a r t .  24 .2  C .E . ) ,  de  l ega l i dad  pena l  ( a r t .  25 .L  C .E . )  y  de

igua ldad  (a r t , .  L4  C .E .  ) .

En priner término, alegan que la negát, iva de los

órganos judiciales a suscitar cuestión prejudicial ant,e el Tri-

bunal  de Just , ic ia  de la  C.E.E.  sobre La in terpretac ión de la

Direct, iva Comunitaria 67 /43 y sobre la compatibi l idad de La

misma con e l  Real  Decreto L964/L988,  de 2 de d ic iembre,  que

circunscribe 1a intermediación en el mercado inmobil iario a los

agentes de 1a propiedad inmobil iaria, supone una denegación de

La tute la  jud ic ia l  e fect iva que in f r inge e l  ar t , .  24.L C.E.  En

segundo lugar, aducen que la Audiencia Provincial ha modif icado

en 6u contra los principios de inmediación y contradicción,

puesto que si el- Juzgado de instancia l legó a Ia conclusión de

que exist,fa un error invencible en los acusados r l lo ea dable a

aqué1la desvirt,uar t,al apreciación; el lo supone una vulnera-

ción de los principios de presunción de inocencia y legalidad'

dado que la labor fáctico-interpretativa corresponde aL órgano

de primera instancia y no a1 de apelación. Del mismo modo, €l

Tribunal los ha condenado en virtud de una interpretación ex-

t ,ens iva del  ar t , .  32L deL Código Penal  y  de l  Decreto 3248/L969,

que aprobó el Reglamento del Colegio de Agentes de la Propiedad

InmobiLiaria, pues, df tratarse aquéI de una norma penal en

bl-ancor s€ ha completado sin tener en cuenta la directiva

67 /43, atr ibuyendo la exclusividad en Ia intermediación inmobi-

l i a r i a  a  l os  A .P . I .S . ,  y  ex t ra fdo  una  sanc ión  pena l  pa ra  qu ie -

nes realizan act, ividades paralelas, como mandatarios, amparados

en el Código civi l  y de Convenio. Finalmente, aluden a que La

Audiencia Provincial de Toledo ha aplicado en Sentencia f irme

un criterio dist, int,o a Ia de Alicante, dando lugar a La absolu-

ción de las personas acusadas en otro procedimiento abreviado

por los mismos hechos, con lo que nos encontramoe con pronun-

ciamientos diferentes para supuestos de hecho sini lares que

vulneran e l  pr inc ip io  de igualdad contenido en e l  ar t .  L4 C.E.
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En at,ención a lo expuesto, solicitan de este Tribu-

nal que se declare Ia nulidad de Ia Sentencia dictada por Ia

Audiencia Provincial y se confirme la de instancia, o, alterna-

tivament,e, que se retrotraigan 1as actuaciones para el plantea-

miento de 1a cuestión prejudicial comunitaria. Por medio de

otrosf, piden que se suspenda la ejecución de la Sentencia de

la Audiencia Provincial, pues, de 1o contrario, 8e 1es produci-

rfan perjuicios de irnposibte o diffci l reparación'

4. Adrnit ido a trámite el recurao por providencia

de 1 de diciembre de L992, la Sección Tercera de la SaIa Segun-

da de est,e Tribunal acordór €o providencia de la misma fecha,

formar la correspondiente pieza separada para la tramitación

det incidente de suspensión, Yt de conformidad con eI art. 56

LOTC, conceder un plazo común de tres dfas a la part,e recurren-

te y al Ministerio Fiscal para que alegasen 1o pert inente sobre

dicha suspensión.

5. En su escrito de alegaciones presentado el 9 de

diciembre de L992, €I demandante señala que podrfa i .ngresar en

prisión en caso de que se le denegase Ia remisión condicj-onal

de la pena impuesta y de que no se suspendiese la ejecución de

Ia Sentencia condenatoria por este Tribunal. El cumplimiento

de 1a pena podrfa originarle, ademásr ür daño a su propia ima-

9€Irr a su honor y a su famil ia teniendo en cuenta, asf mismo,

que carece de antecedentes penales. Por el contrario, la 6us-

pensión no produce pert,urbación a los interesee generales ni a

los derechos fundament,ales o l ibertades públicas de un tercero.

Tampoco la adopción de la medida cautelar pedida causarfa alar-

ma social pues el del i to por el que ha sido condenado no afecta

a la seguridad ciudadana ni aI orden público.

Solicit ,ar €rI atención a todo el lor Qü€ se acuerde

Ia suspensión de la ejecución de Ia Sentencia inpugnada;
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6.  EI  10 de d ic iembre de L992 formuló sus a lega-

ciones eI Ministerio Fiscal en eI sentido de que, como en casos

similares en eL que 6e han planteado demandas de amparo contra

Sentencias condenatorias por deli tos de intrusismo de] art. 32L

Código Penal, debe seguirse eI cri terio de suspensión en 1o

concernient,e a las penas privativas de l ibertad y accesorias

impuest,as a los recurrentes, no procediendo tal medida en cuan-

to a las costas por no provocar perjuicio que haga perder aI

amparo su f inal idad (ATC de L6 de noviembre de L992 en recurso

amparo  LL73 /L992) .

II .  FUNDAT{ENTOS JURIDICOS

EI ar t .  56.L de La LOTC establece que la  Sala que

conozca de un recurso de amparo suspenderá, de oficio o a ins-

tancia de parte, la ejecución del acto de los poderes públicos

por razón del cual se reclame el amparo constitucional, cuando

la ejecución del mismo puede ocasionar un perjuicio que haga

perder al amparo su f inal idad; no obstante, podrá denegarla

cuando de ésta pueda seguirse perturbación grave de los int,ere-

ses generales o de los derechos fundamentales o l ibertades pú-

b l icas de un tercero.

Esta misma Sala ha tenj-do ocasión de pronunciarse

en numerosas ocasiones anteriores sobre la suspensión de 1a

ejecución de Sent,encias dictadas en supuestos en los que 6e so-

met.fa a nuest,ra consideración hechos similares al- que consti-

tuye objeto de est ,e  amparo.  Asf  en los AATC L45/L992,  L47/L992

y  l s } /Lggz t  de  25  de  mayo ,  y  en  e I  202 /Lgg } t  de  6  de  j u l i o  y

LL73/L992 de L6 de noviembre de est,e mismo año, este Tribunal

acordó suspender la ejecución de Las Sentencias condenatorias

recafdas en los mismos en 1o at, inente a las penas privat, ivas de

l iber tad y  accesor ias impuestas en e l l -as.
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Las razones expuesLas en Las resol-uciones citadas

avalan que se suspenda la ejecución de la Sentencia gue ahora

se nos ha sol ic i t ,ado.

En atención a todo el lo, la Sala acuerda suspender

Ia ejecución de Ia Sentencia de 30 de mayo de L992 de Ia Sec-

ción Tercera de la Audiencia ProvinciaL de Alicante, recafda en

apelación de l-a dictada por el Juzgado de Io Penal núm. 4 de Ia

misma ciudad en eI juicio oral nrim. 385/L99L dimanante del Pro-

cedimiento abreviado 206/1990, eo lo concerniente a Las penas

privativas de l ibertad y accesorias impuestas al recurrente.

En cuanto a las costasr tro procede acceder a la suspensión

puesto que su ejecución no provoca ningún perjuicio gue haga

perder aI amparo su f inal idad.

Madrid, veintiuno de dicienbre de mil novecientos

noventa y dos.
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